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                                Concepto 5232

Bogotá, D.C., 19 de octubre de 2011
Señores

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF.: 
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones contenidas en los artículos 4°, literales b), c), 6°, 7°, 13, 16 y 17 de la Ley 144 de 1994, “Por  la cual se establece el procedimiento de pérdida de la investidura de los congresistas”.


Actor: Camilo Velásquez Reyes.


Magistrado Ponente: Humberto Antonio Sierra Porto.


Expediente D-8658.


Concepto 5232
De conformidad con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda instaurada por el ciudadano CAMILO VELÁSQUEZ REYES, quien en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6º, y 242, numeral 1º, de la Carta, solicita a la Corte que se declare la inconstitucionalidad de algunas expresiones contenidas en los artículos 4°, literales b), c), 6°, 7°, 13, 16 y 17 de la Ley 144 de 1994, los cuales se transcriben enseguida con lo demandado en negritas.
LEY 144 DE 1994 
(julio 13) 

Diario Oficial No. 41.449., Julio 19 de 1994 

Por la cual se establece el procedimiento de pérdida de la investidura de los congresistas
(…)
ARTÍCULO 4o. <Aparte tachado INEXEQUIBLE> Cuando la solicitud sea presentada ante el Consejo de Estado por un ciudadano común, ésta deberá formularse por escrito y contener, al menos: 

b) Nombre del Congresista y su acreditación expedida por la Organización Electoral Nacional; 

c) Invocación de la causal por la cual se solicita la pérdida de la investidura y; (sic.) su debida explicación; 

(…)

ARTÍCULO 6o. La solicitud deberá ser presentada personalmente por su signatario, ante el Secretario General del Consejo de Estado. El solicitante que se halle en lugar distinto podrá remitirla, previa presentación personal ante Juez y Notario, caso en el cual se considerará presentado cuando se reciba en el Despacho Judicial de destino.

ARTÍCULO 7o. Recibida la solicitud en la Secretaría, será repartida por el Presidente del Consejo de Estado el día hábil siguiente al de su recibo, y designará el Magistrado ponente, quien procederá a admitirla o no, según el caso, dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a su reparto. En el mismo término notificará al Congresista de la decisión respectiva. 

El Magistrado ponente devolverá la solicitud cuando no cumpla con los requisitos o no se alleguen los anexos exigidos en la ley y ordenará a quien corresponda, completar o aclarar dentro de los diez (10) días siguientes a su notificación, los requisitos o documentos exigidos. El incumplimiento de la orden dará lugar a las sanciones legales pertinentes.

(…)
ARTÍCULO 13. Ejecutoriada la sentencia se comunicará a la Mesa Directiva de la Cámara correspondiente, al Consejo Nacional Electoral y al Ministerio de Gobierno para lo de su cargo. Cuando el Consejo de Estado advierta la posible comisión de hechos punibles por parte del Congresista, o temeridad o mala fe en la acusación, la sentencia ordenará que se compulsen copias de toda la actuación a las autoridades competentes para las investigaciones y sanciones correspondientes.

(…)
ARTÍCULO 16. CONFLICTO DE INTERESES. Definición: Los Congresistas que dentro del año inmediatamente anterior a su elección hayan prestado servicios remunerados a gremios o personas de derecho privado sobre cuyos intereses o negocios incidan directamente actos que se encuentren al estudio del Congreso, deberán comunicarlo por escrito a la Mesa Directiva de la respectiva Corporación para que, decida si los Congresistas aludidos deben abstenerse de participar en el trámite y votación de dichos actos. 

ARTÍCULO 17. RECURSO EXTRAORDINARIO ESPECIAL DE REVISIÓN. <Ver Jurisprudencia Vigencia> Son susceptibles del Recurso Extraordinario Especial de Revisión, interpuesto dentro de los cinco (5) años siguientes a su ejecutoria las sentencias mediante las cuales haya sido levantada la investidura de un Parlamentario, por las causales establecidas en el artículo 188 del Código Contencioso Administrativo, y por las siguientes: 

1. Planteamiento de la demanda.  

El actor considera que las expresiones demandadas vulneran los artículos 1°, 2°, 4°, 6°, 13, 29, 40, 83, 84, 88, 183, 184, 228, 229, 242.1 y 375 Superiores. En particular aduce lo siguiente: (i) respecto del literal b) del artículo 4 de la Ley 144 de 1994, el establecer como requisito para solicitar la pérdida de investidura acreditar la condición del congresista, afecta el acceso a la administración de justicia, pues se trata de un trámite demorado que puede obviarse al declarar la prueba de oficio; (ii) respecto del literal c) del mismo artículo, dicha explicación no puede exigirse, según la Carta, de una acción pública, que debe ser simple y llana, pues cualquier persona puede presentar la correspondiente demanda; (iii) respecto de los artículos 6° y 7° de la ley en comento, se trata de requisitos que también afectan el acceso a la administración de justicia; (iv) respecto del artículo 13, la sanción no tiene cabida, pues contraviene el principio de buena fe, ya que el actor sólo pretende colaborar con la moralización del órgano legislativo; (v) respecto del artículo 16, la distinción de servicios remunerados y no remunerados va en contra del artículo 13 Superior, pues introduce una discriminación injustificada, pues en el caso de los no remunerados puede haber otro tipo de contraprestaciones, así no sea en dinero; y (vi) respecto del artículo 17, la existencia de un recurso extraordinario de revisión, en caso de que la acción prospere, rompe el equilibrio de las partes, ya que se niega la posibilidad de recurrir la decisión cuando la acción no prospera, sin razón que lo justifique. Agrega, a modo de argumento general, que el legislador no tiene competencia para regular estas materias, por lo que para hacerlo es menester reformar la Constitución.
2. Problema jurídico.

Corresponde establecer si las expresiones demandadas, al contemplar requisitos y exigencias al regular la acción de pérdida de investidura de los congresistas, vulnera el principio de buena fe y los derechos a la igualdad y a acceder a la administración de justicia.
3. Análisis jurídico.
Es menester advertir que el artículo 184 de la Constitución Política confiere al legislador la competencia para regular el procedimiento correspondiente a la acción de pérdida de investidura de los congresistas. Por lo tanto, el Congreso sí tiene competencia para regular esta materia, y para tal efecto, en ejercicio del principio de libre configuración de la ley, puede regular las formas propias de este juicio, establecer requisitos o exigencias para el ejercicio de la acción, siempre que esto se haga dentro del marco de los valores, principios y derechos constitucionales.

La existencia de un requisito o exigencia no implica per se que se vulnere el derecho de acceder a la justicia, como lo aduce el actor. El argumento de que conseguir de la organización electoral que acredite la condición de un congresista, es un trámite dispendioso, como lo exige la expresión demandada del artículo 4 de la Ley 144 de 1994, no es suficiente para considerar que esta expresión va en contra de la Carta. Y no lo es, porque se trata de un requisito mínimo, pues no se puede demandar la pérdida de una investidura no acreditada, y porque corresponde al Consejo Nacional Electoral, al tenor de lo dispuesto en el artículo 265.8 Superior, entre otras funciones, la de expedir las credenciales de los congresistas. El asumir que el requisito puede obviarse con una prueba de oficio, además de eludir una carga mínima del actor, puede implicar un desgaste injustificado de la administración de justicia. La mera posibilidad de demandar la pérdida de la investidura de una persona que no tenga la condición de congresista, sería suficiente para activar a la administración de justicia de manera injustificada, con las consecuencias que ello tiene para el acceso a la justicia de las demás personas que requieren acudir a ella. 
La necesidad de explicar lo relativo a la causal por la cual se solicita la pérdida de investidura, contenida en el literal c) del artículo en comento, no se desvirtúa por tratarse de una acción pública. Las acciones públicas no son simples y llanas, pues para su admisibilidad se requiere, y es razonable que así sea, de unas condiciones mínimas que permitan al juez pronunciarse sobre ella. Tales condiciones se predican de varias acciones públicas, como las de inconstitucionalidad y las de nulidad, y suelen denominarse concepto de la violación. La mera indicación de una causal o de una norma, no es suficiente para establecer dichas condiciones mínimas. El acceso a la justicia exige del actor una diligencia mínima para explicar dicho concepto de la violación, que en este caso corresponde a la causal invocada. Para estructurar un hilo argumentativo que configure un problema jurídico, no basta con esbozar unos hechos, es necesario, como lo dispone la norma, exponer los motivos que el demandante considere relevantes para estructurar una causal de pérdida de investidura. 
La exigencia de presentación personal de la demanda, con la posibilidad de  hacerlo ante notario o juez, cuando se resida en un lugar diferente al de la sede del tribunal competente, contenida en el artículo 6° de la ley sub examine, en lugar de entorpecer u obstruir el acceso a la justicia, lo facilita. Si el actor no reside en la ciudad de Bogotá, tiene a su alcance la posibilidad de presentar su demanda en otra ciudad, ante un notario o juez, y remitirla a dicha ciudad, para ser estudiada por el respectivo tribunal. El pretender que el actor, que reside en la ciudad de Bogotá, no deba presentar su demanda de manera personal ante el Consejo de Estado, más que contribuir al acceso a la justicia, contribuye a eludir uno una de las responsabilidades mínimas de todo demandante, pues se da el sinsentido de pretender acceder a la justicia sin acceder a ella, de manera remota, sin justificación razonable para ello. 

Tanto el deber del juez de devolver solicitudes que no cumplan con los requisitos o no tengan los anexos exigidos por la ley, como el deber de ordenar completar la solicitud u aclararla en un término perentorio, contenidos en el artículo 7° de la Ley 144 de 1994, son predicables de cualquier tipo de proceso. Con el argumento de que se vulnera el acceso a la justicia, no se puede remediar el descuido y la falta de diligencia de la persona que pretende presentar una demanda, así corresponda al ejercicio de una acción pública. Las demandas, y el propio acceso a la justicia, no pueden ocurrir de cualquier manera, sino conforme a unos parámetros mínimos.
La buena fe no puede cubrir la temeridad o la mala fe, como lo prevé el artículo 13 ibidem. Pretender lo contrario, como lo hace el actor, al confundir la presunción de buena fe, que es de hecho, no de derecho, para negar incluso la posibilidad de acciones temerarias o de mala fe, equivale a patrocinar la impunidad respecto de conductas por las cuales sus autores pueden estar llamados a responder, conforme lo establezca la autoridad correspondiente, a la que se compulsen copias. Tal postura no tiene sustento en la Constitución Política.
La censura a los servicios remunerados, que se predica de la expresión contenida en el artículo 16 ibid., parte de asumir que en aquellos casos en los cuales no hay remuneración en dinero, siempre hay otro tipo de contraprestación. El asumir que las personas sólo obran movidas por un interés tangible, sea en dinero o sea en especie, además de revelar una injustificada desconfianza del actor, desconoce que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 182 Superior, los congresistas deben poner en conocimiento de la respectiva cámara las situaciones de carácter moral o económico que los inhiban para participar en el trámite de los asuntos sometidos a su consideración. Al despojar de su carácter económico a la contraprestación, como lo pretende el actor, se desdibuja un factor objetivo, para dar paso a interpretaciones subjetivas y, en no pocos casos caprichosas, que en todo caso están al margen de lo dispuesto en la Constitución.
La queja respecto del recurso extraordinario especial de revisión, previsto en el artículo 17 de la Ley 144 de 1994, en el sentido de que también debería permitirse interponerlo al demandante en los procesos de pérdida de investidura, no aparece acompañada de un concepto de violación adecuado, pues no se hace ninguna oposición objetiva y verificable entre el contenido de la norma acusada y el texto de la Constitución Política. Esta circunstancia impide analizar este cargo, por ineptitud sustantiva de la demanda.
4. Conclusión. 

En mérito de lo expuesto, el Ministerio Público solicita a la Corte que declare EXEQUIBLES las expresiones demandadas contenidas en los literales b) y c) del artículo 4°, y en los artículos 6°, 7°, 13 y 16 de la Ley 144 de 1994, por los aspectos aquí analizados; y que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 17 de la Ley 144 de 1994, por ineptitud sustantiva de la demanda.

Señores Magistrados,

ALEJANDRO ORDOÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación 
LJMO/AespinosaB
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